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ASUNTO: Acción Procesal Constitucional de Tutela 

 

 

LAURA MARÍA ARCINIEGAS ORJUELA, mayor de edad, domiciliada y residente en la ciudad de 

Pereira, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.088.319.066, actuando en nombre 

propio y en mi condición de madre y representante legal de los menores SAMUEL GUEVARA 

ARCINIEGAS, de 8 años de edad, y MARTÍN LEÓNIDAS GUEVARA ARCINIEGAS, de 10 años de 

edad, respetuosamente me permito presentar ante su despacho, ACCIÓN PROCESAL 

CONSTITUCIONAL DE TUTELA como se expone en los siguientes términos: 

 

A. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES Y LEGITIMACIÓN. 

 

 

 

A.1 PARTE ACTIVA  

 

 

La constituye LAURA MARÍA ARCINIEGAS ORJUELA, mayor de edad, domiciliada y residente en 

la ciudad de Pereira, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.088.319.066, no obstante, 

en representación de los niños SAMUEL GUEVARA ARCINIEGAS identificado con 1089390388, 

de 8 años de edad, y MARTÍN LEÓNIDAS GUEVARA ARCINIEGAS identificado con 1089389055 

de 10 años de edad. 

 

A.2 PARTE PASIVA 

 

La constituye el Instituto Geografico Agustin Codazzi IGAC Territorial Risaralda, establecimiento 

público del orden nacional representado legalmente por su Director General GUSTAVO 

ADOLFO MARULANDA MORALES y JUAN CARLOS TORRES PALMA director territorial Risaralda o 

quienes hagan sus veces o cumpla sus funciones; de cuyas acciones, y omisiones, al 

desvincularme de mi empleo sin tener en cuenta ni reconocer mi calidad de mujer cabeza de 

hogar así mismo sin responder de ninguna manera, ni completa ni de fondo, generó la 

violación de los derechos fundamentales constitucionales que se enunciarán en el capítulo 
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respectivo, tal y como ha sido el derecho constitucional al trabajo, a la estabilidad laboral 

relativa o intermedia y el desconocimiento al principio del interés superior del niño.  

 

B. PROBLEMA JURIDICO  

 

 

En esta ocasión se acude al juez constitucional a efectos de determinar  

 

La vulneración por parte del INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI a la estabilidad laboral 

relativa, al trabajo y el derecho de petición al desvincularme del cargo que ocupaba en 

provisionalidad, sin tener en cuenta mi situación de mujer cabeza de familia.  

 

Corresponde al juez constitucional determinar si el Instituto Geográfico Agustín Codazzi los 

derechos fundamentales de mis hijos menores de edad a la salud, a la vida en condiciones 

dignas y al interés superior del niño, al disponer mi desvinculación laboral sin realizar un análisis 

material, razonable y proporcional de mi condición de madre cabeza de familia, ni del 

impacto directo que dicha decisión genera sobre un núcleo familiar en condición de 

vulnerabilidad, cuyos integrantes dependen de manera efectiva de mi ingreso para garantizar 

su subsistencia y la continuidad de tratamientos médicos esenciales. 

 

C. PRETENSIONES Y DECLARACIONES 

 

DECLÉRESE que el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI IGAC TERRITORIAL RISARALDA,  ha 

vulnerado el derecho fundamental al trabajo, a la estabilidad laboral relativa y al derecho de 

petición. 

 

ORDÉNESE al INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI IGAC TERRITORIAL RISARALDA,  que en 

el término de cuarenta y ocho 48 horas contadas a partir de su sentencia se me ubiqué en el 

empleo de Auxiliar Administrativo, Código 4044, Grado 08, o, en su defecto, me sea reubicada 

en un cargo que ofrezca condiciones iguales o mejores a las del cargo que desempeñaba 

antes de la desvinculación. 

 

ORDÉNESE al INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI IGAC TERRITORIAL RISARALDA, informe 

de manera detallada cuáles son las vacantes temporales y definitivas existentes en la 

Dirección Territorial Risaralda, como se solicitó en el derecho de petición el 30 de abril de 2026. 

 

ORDÉNESE al INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI IGAC TERRITORIAL RISARALDA que 

subsidiariamente y en caso de no ser posible mi vinculación en el empleo anteriormente 

expuesto, en el término de quince (15) días a partir de la notificación de su decisión, en caso 

de que existan vacantes disponibles, me vincule, en un cargo que ofrezca condiciones iguales 

o mejores a las del cargo que desempeñaba antes de la desvinculación. En caso de no tener 

vacantes disponibles, el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI IGAC TERRITORIAL 

RISARALDA priorice mi vinculación en una vacante futura en provisionalidad.  



 

VINCULESE a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC), para que informe si los 

nombramientos de los cargos Auxiliar Administrativo, Código 4044, Grado 08 y AUXILIAR 

ADMINISTRATIVO, CÓDIGO 4044, GRADO 11, fueron realizados respetando el debido proceso 

y el orden de la lista de elegibles, así mismo para que de un concepto de si el INSTITUTO 

GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI IGAC, vulneró mi derecho a la estabilidad laboral relativa. 

 

 

 

1. SITUACION FACTICA: 

 

1.1.1 La suscrita sostuvo una relación de carácter sentimental con el señor ANDRÉS LEÓNIDAS 

GUEVARA, desde el día 11 de junio de 2014 hasta el día 18 de septiembre de 2023. 

 

1.1.2 Como fruto de dicha relación nacieron los niños SAMUEL GUEVARA ARCINIEGAS y MARTÍN 

LEÓNIDAS GUEVARA ARCINIEGAS. 

 

1.1.3 El padre de los menores no aporta de manera constante ni suficiente para cubrir sus 

necesidades básicas, razón por la cual la carga económica y emocional recae 

principalmente sobre la suscrita, configurándose así mi condición de madre cabeza de familia. 

 

1.1.4 Desde el año 2022, mi hijo menor MARTÍN LEÓNIDAS GUEVARA ARCINIEGAS fue 

diagnosticado con trastorno por déficit de atención e hiperactividad (TDAH), también 

denominado clínicamente como perturbación de la actividad y de la atención, condición 

que requiere atención médica especializada y tratamiento continuo. 

 

1.1.5 En razón de dicho diagnóstico, el menor asiste de manera permanente a controles y 

sesiones de psicología, psiquiatría y terapias integrales, ordenadas por los profesionales 

tratantes como indispensables para su adecuado desarrollo físico, emocional y cognitivo. 

 

1.1.6 Como parte del tratamiento médico, al menor le han sido formulados medicamentos 

psiquiátricos, específicamente SERTRALINA de 25 mg y RISPERIDONA de 1 mg, los cuales debe 

consumir de manera continua bajo supervisión médica tal como consta en las órdenes 

médicas e historia clínica aportadas. 

 

1.1.7 Los servicios de salud mencionados han sido prestados a través de la EPS  SURAMERICANA, 

entidad a la cual se encuentran afiliados actualmente mis hijos en calidad de beneficiarios, 

no obstante a veces por problemas en la autorización y en la dispensación por parte de la EPS 

me ha tocado comprar el medicamento por mi cuenta medicamento que cuesta 10 pastillas 

aproximadamente $100.000, para 10 días.   



 
 

 

1.1.8 En el caso de mi hijo SAMUEL GUEVARA ARCINIEGAS, desde el año 2022 presenta múltiples 

condiciones de salud que han requerido atención médica continua y especializada, según 

historia clínica que se adjunta. 

 

1.1.9 El menor padece afecciones alérgicas crónicas, con diagnóstico de alergia no 

especificada, lo que ha implicado tratamiento permanente por el área de alergología, así 

como la formulación de medicamentos como FUROATO DE FLUTICASONA de 27.5 mcg y 

FEXOFENADINA, según fórmulas médicas anexas. 

 

1.1.10 Como consecuencia de estas afecciones, ha sido hospitalizado en varias oportunidades 

por cuadros de sinusitis aguda, requiriendo manejo médico constante y seguimiento 

especializado. 

 

1.1.11 Adicionalmente, el niño ha presentado episodios de convulsiones, por lo cual se 

encuentra en estudio por posible diagnóstico de epilepsia, situación que ha requerido 

valoración por especialistas en neurología, así como la práctica de exámenes como 

electroencefalograma computarizado, tomografías y resonancia magnética cerebral. 

 

1.1.12 En el marco de dicho manejo, el menor ha sido sometido a monitoreo mediante 

electroencefalograma con video de larga duración (12 horas) y actualmente se encuentra 

en tratamiento con el medicamento LEVETIRACETAM, el cual debe consumir de manera 

continua bajo supervisión médica. 

 

1.1.13 De igual forma, el niño se encuentra en control por las especialidades de 

otorrinolaringología y oftalmología, debido a complicaciones derivadas de sus alergias, así 

como en tratamiento de fonoaudiología por dificultades en el habla. 

 

1.1.14 La última crisis convulsiva presentada por el menor ocurrió a mediados del año febrero 

de 2025, lo que evidencia que su condición de salud requiere seguimiento permanente, 

tratamiento continuo y acceso oportuno a servicios médicos especializados. 



 

1.1.15 En este contexto, las condiciones de salud de mi hijo SAMUEL, sumadas a las de mi hijo 

MARTÍN LEÓNIDAS GUEVARA ARCINIEGAS, quien padece TDAH y requiere tratamiento 

continuo, hacen indispensable contar con estabilidad económica para garantizar su atención 

integral. 

 

1.1.16 Por lo anterior, mi desvinculación laboral afecta de manera directa y grave el acceso 

efectivo de mis hijos a sus tratamientos médicos, medicamentos y controles especializados, 

poniendo en riesgo sus derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas y 

al desarrollo integral, y desconociendo el principio del interés superior del niño, así como mi 

condición de madre cabeza de familia. 

 

1.1.17 Durante la convivencia, y con autorización de mi señora madre, BLANCA CECILIA 

ARCINIEGAS, se construyó una vivienda en el segundo piso del inmueble de su propiedad, 

ubicado en la Calle 5 No. 12B-21, barrio Los Andes de esta ciudad. 

 

1.1.18 Debido a múltiples diferencias de carácter personal, la convivencia cesó, motivo por el 

cual el señor LEÓNIDAS GUEVARA abandonó el hogar común en el mes de septiembre de 

2023. 

 

1.1.19 Desde esa fecha, la suscrita asumió de manera exclusiva la jefatura del hogar y la 

responsabilidad integral por el sostenimiento de los menores, sin recibir apoyo económico por 

parte de su progenitor ni de terceros. 

 

1.1.20 Si bien de manera informal se acordó que los menores permanecerían bajo mi custodia, 

permitiendo al padre compartir ocasionalmente con ellos, lo cierto es que no se estableció 

cuota alimentaria ni se definieron reglas claras respecto de su crianza y educación. 

 

1.1.21 Para la época de la separación, me encontraba vinculada laboralmente en 

provisionalidad con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 

 

1.1.22 Fui nombrada mediante Resolución No. 1844 del 29 de diciembre de 2021 tomando 

posesión del cargo el día 5 de enero de 2022, para desempeñar el empleo de AUXILIAR 

ADMINISTRATIVO, CÓDIGO 4044, GRADO 08, en la Dirección Territorial Risaralda, es decir, 

trabajé por más de 5 años en el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 

 

1.1.23 Por medio de la Resolución No. 2185 del 30 de diciembre de 2025, fui encargada en el 

empleo de AUXILIAR ADMINISTRATIVO, CÓDIGO 4044, GRADO 11, cargo que desempeñé al 

considerarlo una oportunidad de ascenso dentro de la entidad. Es importante precisar que 

dicho encargo se dio también gracias a mi insistencia en poder mejorar mi nivel salarial, 

teniendo en cuenta que para ese momento me encontraba en el cargo más bajo del Instituto, 

y mi intención era progresar laboralmente con el fin de brindarle a mis hijos una mejor calidad 

de vida. Este encargo se produjo en razón a que la titular del empleo, señora NUBIA STELLA 



RODRÍGUEZ, se encontraba ocupando un cargo de mayor jerarquía (Grado 12) dentro de la 

misma territorial. 

 

1.1.24 No obstante, mediante Resolución No. 0413 del 15 de abril de 2026, se me informó que 

sería desvinculada, en atención a que la persona incluida en la lista de elegibles para el 

referido cargo de Grado 12 aceptó su nombramiento, circunstancia que conllevó al retorno 

de la señora NUBIA STELLA RODRÍGUEZ a su empleo de origen y, en consecuencia, a la 

terminación del encargo que venía desempeñando. 

 

1.1.25 Se precisa que dicha decisión se me notificó a través de correo electrónico el día 16 de 

abril de 2026 y, adicionalmente, se me informó de manera verbal que la persona designada 

se posesionaría el 4 de mayo de 2026. 

 

1.1.26 Ante la inminente desvinculación de mi trabajo, presente un derecho de petición el 28 

de abril de 2026 dirigido al director del INSTITUTO GEOGRFICO AGUSTIN CODAZZI IGAC – 

TERRITORIAL RISARALDA, manifestando en primer lugar mi condición de mujer cabeza de 

hogar, las condiciones económicas en las que me encuentro. 

 

1.1.27 En el mencionado derecho de petición se informaba al INSTITUTO, que me encuentro en 

cabeza de mi hogar que ubica en la dirección calle 5 No 12b -21 del barrio los Andes de 

Pereira, así mismo se informó que era la única responsable de mi núcleo familiar, que no cuento 

con ingresos distintos a los que se derivaban de mi salario como trabajadora del IGAC, así 

mismo informé que los gastos de la vivienda los asumía de manera integral que a pesar de 

que la vivienda es de mi madre no reside con nosotros no nos asiste en servicios públicos, 

alimentación, transporte, vestuario, salud, educación y demás necesidades propias de mis 

hijos. 

 

1.1.28. La anterior solicitud se basaba en peticionar la aplicación del precedente 

constitucional consistente en reconocer mi situación de estabilidad laboral relativa por 

ostentar la calidad de mujer cabeza de hogar, para lo anterior cité un reciente caso de la 

corte constitucional con similares hechos y pretensiones reciente en el cual este derecho fue 

reconocido en específico la sentencia Sentencia T-061 de 2025. 

 

1.1.29 No obstante lo anterior el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI, mediante oficio 

3100STH-2026-0000339-IE contestó mi petición negando mi solicitud bajo el argumento de que 

no cumplía con los requisitos establecidos en la ley 82 de 1993 así como la “jurisprudencia 

reiterada de la corte constitucional”, por cuanto los elementos materiales probatorios que 

aporté en dicha oportunidad los cuales relacionó a continuación, no acreditaban mi 

condición de cabeza de hogar.  

 



   
 

1.1.30 Adicionalmente el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI argumentó que, en razón 

a que el padre progenitor realizaba aportes ocasionales evidenciaba un “nivel de 

contribución económica”, circunstancia que impidió “concluir la exclusividad o 

predominancia en el sostenimiento del núcleo familiar en los términos exigidos por la normativa 

vigente y la jurisprudencia constitucional” (Las citas son extraídas textualmente del oficio de 

contestación al derecho de petición No 3100STH-2026-0000339-IE) del 30 de abril de 2026. 

 

1.1.31Debe decirse que un punto de la petición era que se indicara de manera detallada 

cuáles son las vacantes temporales y definitivas existentes en la Dirección Territorial Risaralda 

del IGAC, no obstante, también se rehusaron a hacerlo. 

 

HECHOS ADICIONALES:  

 

1.2 Desde el 30 de abril de 2026, y ante la inminente desvinculación de mi empleo me vi en la 

obligación de solicitar la intervención del defensor de familia de Pereira para que regular lo 

tendiente a la cuota alimentaria de mis hijos situación que como dije antes el señor LEONIDAS 

GUEVARA no responde, así mismo para que regulara lo concerniente a la custodia de los niños  

 

1.2.1 De igual forma es un hecho que la persona del concurso de AUXILIAR ADMINISTRATIVO, 

CÓDIGO 4044, GRADO 12, ya se encuentra posesionada desde el 04 de mayo de 2026. 

 

1.2.2 Así mismo es una sorpresa que el empleo de AUXILIAR ADMINISTRATIVO, CÓDIGO 4044, 

GRADO 08, el cual estaba vacante, también una persona fue posesionada desde el 04 de 

mayo de 2026, es por esta razón que solicito la vinculación de la Comisión Nacional del Servicio 

Civil para determinar si este cargo estaba ofertado en concurso y si la persona que se 

posesionó estaba en la lista de elegibles, lo cual resulta sumamente sospechoso, sin establecer 

la buena fe del instituto.  

 



1.2.3Las situaciones descritas evidencian que no se valoraron adecuadamente mis 

condiciones particulares como madre cabeza de familia ni la situación de vulnerabilidad de 

mis hijos, lo cual agrava la afectación a mi mínimo vital y al de mi núcleo familiar. 

 

1.2.4 Debe decirse que el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas 

Sociales, me ha calificado como una persona vulnerable.  

 

2. CARGA ARGUMENTATIVA.  

 

El INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI,al dar la respuesta No 3100STH-2026-0000339-IE, 

incurrió en una violación directa del precedente constitucional, configurando un defecto 

sustantivo, toda vez que aplicó de manera errónea e incompleta los criterios fijados por la 

Corte Constitucional de Colombia respecto de la condición de madre cabeza de familia. 

 

En efecto, la entidad concluyó que yo no ostento dicha calidad bajo el argumento de que el 

padre de mis hijos realiza aportes económicos para su sostenimiento. Sin embargo, esta 

interpretación desconoce abiertamente la jurisprudencia constitucional, pues la existencia de 

una contribución económica mínima o insuficiente no desvirtúa mi condición de madre 

cabeza de familia, cuando soy yo quien asume de manera principal, permanente y 

predominante las cargas del hogar. 

 

En este contexto, me permito cuestionar: ¿puede considerarse que un aporte de cien mil pesos 

($100.000) quincenales constituye una contribución suficiente para relevarme de la 

responsabilidad principal del sostenimiento del hogar?, ¿acaso dicho aporte marginal 

desvirtúa el hecho de que soy yo quien dirige, sostiene y garantiza el cuidado integral de mi 

hijo? Claramente, la respuesta es negativa. 

 

Como lo ha señalado la Corte: 

 

“que la dirección del hogar esté a cargo de una mujer no la hace cabeza de familia, sino que 

dicha calidad se deriva de las obligaciones y responsabilidades de cuidado asumidas en una 

situación de falta de alternativas económicas” (Sentencia SU-388 de 2005). 

 

Adicionalmente, la jurisprudencia ha sido clara en establecer que la condición de madre 

cabeza de familia no exige la ausencia absoluta de apoyo económico, sino que dicho apoyo 

no sea suficiente, permanente ni idóneo para asumir las cargas del hogar. En este sentido, 

decisiones como la Sentencia T-084 de 2018 y la Sentencia T-388 de 2020 han precisado que 

lo determinante es la deficiencia sustancial de ayuda y la responsabilidad predominante y 

permanente en cabeza de quien alega dicha condición, situación que claramente se 

presenta en mi caso. 

 

 



En este contexto respetuosamente solicito la aplicación del precedente constitucional 

contenido en la Sentencia T-061 de 2025, mediante la cual la Corte Constitucional 

resolvió un caso sustancialmente análogo al aquí expuesto, en el que se reconoció que, 

tratándose de una mujer cabeza de hogar vinculada en provisionalidad, la entidad 

debe adoptar medidas de protección, tales como su consideración preferente para la 

provisión de vacantes definitivas o temporales disponibles dentro de la respectiva planta 

de personal. 

 

  
 

 

Debe tenerse  en cuenta el Concepto No. 070331 emitido por el Departamento Administrativo 

de la Función Pública, en el cual se establece que, si bien las mujeres y hombres cabeza de 

familia vinculados en provisionalidad no ostentan un derecho indefinido a permanecer en el 

cargo, sí surge para la entidad empleadora la obligación de otorgarles un trato preferencial, 

en aplicación de medidas de acción afirmativa orientadas a garantizar la igualdad material. 

 

2.1 PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es un 

mecanismo subsidiario de protección de derechos fundamentales, que procede en ausencia 



de otros medios de defensa judicial o, existiendo estos, cuando no resultan idóneos o eficaces 

para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 

 

2.1.1 SUBSIDARIEDAD  

 

En el presente caso si bien cuento al medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, dicho mecanismo no resulta idóneo 

ni eficaz frente a la situación actual, debido al tiempo que implica su trámite y a la urgencia 

de la protección requerida. 

 

Lo anterior, por cuanto mi desvinculación laboral ha generado una afectación inmediata a 

mi núcleo familiar, al constituir mi empleo la única fuente de ingresos para el sostenimiento de 

mis hijos menores de edad, quienes dependen económicamente de mí. 

 

Adicionalmente, la pérdida de mi vinculación laboral compromete de manera directa la 

continuidad en el acceso al sistema de seguridad social en salud, del cual dependen los 

tratamientos médicos de mis hijos, los cuales son de carácter permanente, especializado e 

ininterrumpido. 

 

En particular, mis hijos presentan condiciones de salud que requieren atención médica 

constante, suministro continuo de medicamentos de prescripción y asistencia a controles 

médicos periódicos, cuya interrupción puede generar un agravamiento significativo de sus 

condiciones, incluyendo la ocurrencia de episodios críticos de salud. 

En este contexto, se configura un perjuicio irremediable, en tanto la afectación es: 

 

• Inminente, debido a la interrupción inmediata del ingreso económico y del acceso a 

servicios de salud 

• Grave, por el impacto directo sobre el mínimo vital y la salud de mis hijos menores 

• Urgente, dado que existen tratamientos médicos en curso que no pueden ser suspendidos 

• Impostergable, en la medida en que la protección no puede esperar el resultado de un 

proceso judicial ordinario 

Por lo anterior, acudo a la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar la 

consumación de un daño irreparable sobre mis derechos fundamentales y los de mis hijos, 

solicitando la intervención inmediata del juez constitucional. 

 

Debe decirse que la jurisdicción ordinaria laboral en este caso no es aplicable debido que no 

se trata de una relación laboral entre particulares por lo tanto no es aplicable los nuevos 

parámetros de la ley de reforma laboral 2466 de 2025. 

 

El requisito de subsidiariedad también se cumple en este caso, dado que  no cuento con otro 

mecanismo judicial idóneo y eficaz para la protección de sus derechos fundamentales. Los 



hechos expuestos en la demanda muestran que estoy en una situación de vulnerabilidad que 

me hace titular de una especial protección constitucional y que habilita la intervención del 

juez de tutela para pronunciarse sobre lo pretendido, puesto que (i) tengo a mi cargo dos 

menores de edad (ii) según manifestó, el padre de los niños no ha cumplido con sus 

obligaciones tanto así que me vi en la obligación de solicitar la intervención del defensor de 

familia; y (iii) a la fecha, no tengo un empleo ni ingresos adicionales para cubrir mis gastos y los 

de su núcleo familiar. 

 

2.1.2. PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela procede 

cuando no existen otros mecanismos de defensa judicial o cuando, existiendo, estos no 

resultan idóneos o eficaces para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-061 de 2025, reiteró que: 

 

“La acción de tutela procede como mecanismo transitorio cuando la desvinculación laboral 

de una madre cabeza de familia compromete el mínimo vital de menores de edad.” 

 

En mi caso, el perjuicio irremediable no solo es evidente, sino actual, inminente y verificable, 

toda vez que: 

 

• La pérdida de mi empleo implica la pérdida de mi único ingreso económico, del cual 

depende el sostenimiento integral de mis hijos. 

• Se encuentra comprometida la continuidad inmediata de los tratamientos médicos de mis 

hijos menores, quienes requieren atención constante y especializada. En particular: 

• Mi hijo SAMUEL GUEVARA ARCINIEGAS tiene programadas citas médicas próximas, entre ellas 

consulta por oftalmología el día 07 de mayo de 2026, y atención odontológica el día 12 de 

mayo de 2026 para la extracción de piezas dentales afectadas por infección, procedimientos 

que requieren continuidad en el acceso al sistema de salud. 

• Así mismo, mi hijo MARTÍN LEÓNIDAS GUEVARA ARCINIEGAS, diagnosticado con Trastorno por 

Déficit de Atención e Hiperactividad (TDAH), tiene programada atención psicológica el día 08 

de mayo de 2026, como parte de su tratamiento integral. 

 

• Actualmente, mi hijo MARTÍN requiere el suministro continuo de medicamentos de 

prescripción médica, tales como Risperidona y Sertralina, los cuales son indispensables para 

el manejo de su condición y no pueden ser suspendidos sin afectar su estabilidad emocional 

y desarrollo. 

• Por su parte, mi hijo SAMUEL se encuentra en tratamiento con Levetiracetam (Keppra) para 

el control de episodios convulsivos, medicamento de alto costo que resulta de difícil acceso 

sin el respaldo del sistema de salud. 



• En caso de mantenerse mi desvinculación laboral, se generaría una interrupción inmediata 

en la afiliación al sistema de seguridad social en salud, lo cual pondría en riesgo la 

continuidad de estos tratamientos médicos, afectando directamente los derechos 

fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas de mis hijos. 

Adicionalmente, es preciso señalar que mi hijo SAMUEL GUEVARA ARCINIEGAS se encuentra 

en tratamiento médico permanente por la especialidad de alergología, debido a afecciones 

alérgicas crónicas que han derivado en episodios recurrentes de sinusitis. 

 

Dichos cuadros clínicos han implicado la presencia de fiebre alta, necesidad de atención 

médica urgente e incluso hospitalizaciones, y han estado asociados a la aparición de 

episodios convulsivos, lo que evidencia la existencia de un riesgo real y concreto de 

agravamiento de su estado de salud. 

 

La continuidad del tratamiento en alergología, así como el acceso permanente a servicios 

médicos especializados, resulta indispensable para evitar la repetición de estos episodios, los 

cuales comprometen directamente su salud, su integridad y su vida en condiciones dignas. 

La eventual interrupción del acceso al sistema de salud, derivada de mi desvinculación 

laboral, no solo afecta un tratamiento ordinario, sino que incrementa significativamente el 

riesgo de eventos graves de salud, incluyendo hospitalizaciones y crisis convulsivas, 

configurándose así una amenaza cierta, actual e inminente a sus derechos fundamentales. 

 

En consecuencia, la afectación no es hipotética ni eventual, sino real, actual e inminente, y 

no puede esperar el trámite de un proceso contencioso administrativo, el cual resulta ineficaz 

frente a la urgencia de la situación planteada. 

 

Por lo anterior, solicito la intervención inmediata del juez constitucional para evitar la 

consumación de un perjuicio irremediable. 

 

 

3.  FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

3.1. ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DE LOS NIÑOS Y PREVALENCIA DE SUS DERECHOS 

 

El artículo 44 de la Constitución Política establece que los derechos de los niños prevalecen 

sobre los derechos de los demás, imponiendo a todas las autoridades el deber de garantizar 

su protección integral y adoptar medidas reforzadas cuando sus derechos puedan verse 

comprometidos. 

 

La Corte Constitucional ha reiterado que este mandato implica que, en cualquier decisión 

administrativa o judicial que afecte directa o indirectamente a menores de edad, debe 

realizarse un análisis reforzado de sus condiciones particulares, valorando los riesgos reales que 

puedan comprometer su salud, su desarrollo integral y su vida en condiciones dignas. 

 



En mi caso, mis dos hijos menores presentan condiciones de salud que requieren atención 

médica permanente, tratamientos continuos y suministro constante de medicamentos de 

prescripción, lo cual depende directamente de mi estabilidad económica y de mi vinculación 

al sistema de seguridad social en salud. En consecuencia, mi desvinculación laboral no solo 

afecta mis derechos, sino que impacta de manera directa, grave e inmediata los derechos 

fundamentales de mis hijos, en particular su derecho a la salud, a la vida digna y a su desarrollo 

integral, lo cual debió ser valorado de manera prioritaria por la entidad accionada. 

 

3.2. ESTABILIDAD LABORAL RELATIVA DE MUJERES CABEZA DE FAMILIA 

 

Para la presente acción procesal constitucional de tutela, he desarrollado y sistematizado la 

línea jurisprudencial del Derecho Constitucional Fundamental a la estabilidad laboral relativa, 

y la condición y derechos derivados de las mujeres cabeza de familia, donde de manera clara 

y concisa bajo esta técnica se determina la obligatoriedad en su aplicación así: 

 

Sentencia 
Magistrado(a) 

Ponente 
Regla o Subregla Jurisprudencial Aporte a la línea 

Sentencia 

C-184 de 

2003 

Manuel José 

Cepeda 

Espinosa 

Define a la mujer cabeza de familia 

como quien tiene a su cargo, de 

forma permanente, hijos menores o 

personas incapacitadas, ante la 

ausencia o incapacidad del 

compañero o deficiencia del núcleo 

familiar. 

Conceptualización inicial 

del sujeto de especial 

protección. 

Sentencia 

C-1039 

de 2003 

Alfredo Beltrán 

Sierra 

La protección no deriva del género, 

sino de la carga material de 

responsabilidad familiar. 

Introduce enfoque 

material y no formal de 

protección. 

Sentencia 

C-044 de 

2004 

Jaime Araujo 

Rentería 

Prohíbe el retiro del servicio en 

procesos de reestructuración cuando 

la madre cabeza de familia carece 

de alternativa económica. 

Conexión con estabilidad 

laboral y mínimo vital. 

Sentencia 

SU-388 de 

2005 

(Corte 

Constitucional) 

Unifica criterios sobre protección 

reforzada y condiciones de 

vulnerabilidad de madres cabeza de 

familia. 

Unificación 

jurisprudencial inicial. 

Sentencia 

SU-446 de 

2011 

(Corte 

Constitucional) 

Reitera protección reforzada y 

consolida la estabilidad laboral en 

contextos de desvinculación. 

Consolidación de 

estabilidad laboral 

reforzada. 

Sentencia 

T-003 de 

2018 

Cristina Pardo 

Schlesinger 

Establece requisitos: responsabilidad 

permanente, ausencia o 

incumplimiento de la pareja y falta de 

apoyo familiar. 

Sistematización de 

requisitos. 



Sentencia 
Magistrado(a) 

Ponente 
Regla o Subregla Jurisprudencial Aporte a la línea 

Sentencia 

T-084 de 

2018 

Gloria Stella Ortiz 

Delgado 

Precisa los elementos: (i) carga 

familiar, (ii) permanencia, (iii) 

incumplimiento del otro progenitor, (iv) 

falta de apoyo familiar, con 

verificación bajo debido proceso. 

Refinamiento probatorio y 

procedimental. 

Sentencia 

T-388 de 

2020 

Diana Fajardo 

Rivera 

Reitera los requisitos y enfatiza la 

responsabilidad exclusiva y 

permanente, así como la ausencia de 

apoyo sustancial. 

Reafirmación y claridad 

en criterios. 

Sentencia 

T-313 de 

2024 

Diana Fajardo 

Rivera 

Establece reglas específicas de 

estabilidad laboral intermedia para 

madres/padres cabeza de hogar en 

cargos provisionales. 

Actualización y 

ampliación hacia nuevas 

formas de vinculación 

laboral. 

Sentencia 

T-065 de 

2025  

Diana Fajardo 

Rivera 

Reitera reglas especificas además de 

ser un caso homologo presentado a su 

despacho 

 

 

 

Así las cosas, me permito resumir la presente línea jurisprudencial en el siguiente diagrama, 

teniendo en cuenta y recordándole al despacho la vinculatoriedad de los precedentes 

jurisprudenciales constitucionales para el juez de tutela, y que su desconocimiento acarrea 

consecuencias de índole sancionatorias, disciplinarias, penal y demás: 

 



 

 

3.3. VULNERACIÓN DEL DERECHO DE PETICIÓN 

El artículo 23 de la Constitución Política garantiza el derecho fundamental de petición, el cual 

implica no solo recibir una respuesta, sino que esta sea de fondo, clara, congruente y 

debidamente motivada. 

 

En mi caso, la entidad accionada emitió una respuesta que no resolvió de manera adecuada 

los argumentos planteados, limitándose a negar mi condición de madre cabeza de familia sin 

un análisis integral de las pruebas aportadas y sin atender el precedente constitucional 

aplicable. 

 

Así mismo, omitió dar respuesta completa a mi solicitud relacionada con la información sobre 

vacantes disponibles, lo cual configura una vulneración autónoma de este derecho. 

 

3.4. PRINCIPIO PRO HOMINE Y ENFOQUE DIFERENCIAL 

De conformidad con la jurisprudencia constitucional y los estándares de protección de 

derechos fundamentales, las normas deben interpretarse conforme al principio pro homine, es 

decir, en el sentido más favorable a la protección efectiva de los derechos de las personas, 

especialmente cuando se trata de sujetos de especial protección constitucional. 

 

Este principio implica que, ante varias interpretaciones posibles, las autoridades están 

obligadas a adoptar aquella que maximice la garantía de los derechos fundamentales y 

minimice las restricciones a los mismos, evitando interpretaciones formales o restrictivas que 

desconozcan la realidad material de los sujetos involucrados. 

 

De igual manera, la Constitución Política impone a las autoridades el deber de aplicar un 

enfoque diferencial, particularmente cuando se trata de personas en situación de 

vulnerabilidad, como lo son las madres cabeza de familia y los niños, quienes gozan de 

protección reforzada. 

 

En mi caso, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi desconoció ambos principios, al adoptar 

una interpretación restrictiva de mi condición de madre cabeza de familia, basada 

exclusivamente en la existencia de aportes ocasionales por parte del padre de mis hijos, sin 

analizar la realidad material de mi situación económica ni la dependencia efectiva de mis 

hijos respecto de mí. 

 

Dicha interpretación no solo contraviene la jurisprudencia constitucional, sino que además 

desconoce el contexto particular de vulnerabilidad en el que me encuentro, caracterizado 

por: 

 

• La responsabilidad exclusiva y permanente en el cuidado y sostenimiento de mis hijos 



• Las condiciones de salud de ambos menores, que requieren atención médica continua, 

especializada e ininterrumpida. 

• La dependencia directa del acceso al sistema de salud respecto de mi vinculación laboral. 

• La inexistencia de una red de apoyo económica estable que garantice el mínimo vital del 

núcleo familiar. 

En este sentido, la entidad accionada omitió realizar un análisis integral, razonable y 

proporcional de mi situación, limitándose a una valoración formal que desconoce los 

estándares constitucionales de protección reforzada. 

 

De haberse aplicado correctamente el principio pro homine y el enfoque diferencial, la 

entidad habría debido privilegiar la protección de mis derechos fundamentales y los de mis 

hijos, adoptando medidas que evitaran su afectación, tales como mi reubicación o 

permanencia en el empleo, en lugar de proceder a mi desvinculación sin consideración de 

las consecuencias materiales de dicha decisión. 

 

Por lo anterior, considero que la actuación de la entidad accionada vulnera no solo mis 

derechos fundamentales, sino también los principios constitucionales que orientan su 

protección, lo cual hace necesaria la intervención del juez constitucional. 

 

4. PRUEBAS Y ANEXOS. 

 

4.1 SE TOME INTERROGATORIO JURAMENTADO AL SEÑOR LEONIDAS GUEVARA PADRE DE MIS 

HIJOS SOBRE LOS HECHOS AQUÍ NARRADOS EL CUAL PUEDE SER CONTACTADO CEL: 321-852-

4990. 

 

4.2.1 respuesta No 3100STH-2026-0000339-IE 

4.2.2 Resolución 1899 del 29 de diciembre de 2021. 

4.2.3 Resolución 2182 de 2025 del 30 de diciembre de 2025. 

4.2.4 Certificado Puntaje SISBEN. 

4.2.5 Registro civil de nacimiento de Samuel Guevara Arciniegas y Martin Leónidas 

Guevara Arciniegas. 

4.2.6 Certificado de Afiliación EPS demuestra la filiación y el estado de beneficiarios 

de mis hijos. 

4.2.7 Declaración Juramenta sobre mi situación de Mujer Cabeza de Hogar. 

4.2.8 Solicitud de Conciliación Fijación de Cuota Alimentaria ante el defensor de Familia de 

Pereira y Trazabilidad.  

4.2.9 Historia Clínica y ordenes medicas de Samuel Guevara Arciniegas y Martin Leónidas 

Guevara Arciniegas 

 

5. JUSTIFICACION DE LA COMPETENCIA  

 



Es usted competente señor Juez Constitucional Circuito de Pereira para conocer del presente 

asunto en virtud de los Artículos 86 de la C.P.; 32 del Decreto 2951 de 1991, 1 del Decreto 1382 

de 2000, y Decreto 333 del 2021, en razón al territorio y a la naturaleza de la entidad 

accionada. 

 

6. JUSTIFICACION DE LA COMPETENCIA  

 

Acorde a lo establecido por el artículo 38 del decreto 2591 de 1991, manifiesto señor juez bajo 

la gravedad del juramento que no he presentado acción de tutela bajo los mismos 

fundamentos de hecho y de derecho que motivan la presente. 

 

7. NOTIFICACIONES 

 

POR LA PARTE ACTORA:  

 

Recibiré  Notificaciones  principalmente  en  mi  correo electrónico: 

laura3310916@hotmail.com   

  

Subsidiariamente y en caso de no recibo en la calle 5 N 12 – b 21 de Pereira Risaralda.        

POR LA PARTE PASIVA:  

INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI -IGAC-RISARALDA 

Director: JUAN CARLOS TORRES PALMA. 

 

Recibe notificaciones en: judiciales@igac.gov.co 

 

POR LA PARTE VINCULADA: 

 

Comisión Nacional Del Servicio Civil (CNSC) 

 

Recibe notificaciones en:   notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co   

 

A pesar de la alta carga laboral que ostentan los despachos judiciales agradezco su entrega 

y esfuerzo diario por la justicia constitucional y su especialidad. 

 

 

Atentamente:  

  

  

Laura María Arciniegas Orejuela. 

C.C1088319066.  
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